Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 11 minutos) 


Nos hemos reunido en el día de hoy para recibir a una delegación de docentes destituidos de la ANEP y otra de trabajadores de la 
Industria Frigorífica y del Cuero. 


Por otra parte, a propósito de una cuestión considerada en ocasión de recibir a una delegación de trabajadores de la firma EDINER 
S.A., representantes del Sindicato Unico de la Aguja, la Mesa desea informar que habíamos quedado comprometidos a hacer una 
gestión frente al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ante uno de los planteamientos que realizó la referida delegación 
respecto a que no se había formalizado el trámite del seguro de desempleo. De acuerdo con lo comprometido, la Mesa elevó una 
nota dirigida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, contador Alvaro Alonso, de fecha 8 de mayo de este año, junto con la 
cual se envió la versión taquigráfica y los antecedentes. Al mismo tiempo, tal como nos habíamos comprometido, realizamos una 
gestión personal ante la Secretaría del Ministerio y enviamos directamente por fax esta documentación, de manera de interesar al 
señor Ministro, a fin de procurar una rápida respuesta respecto de este asunto, y ahora estamos a la espera de una contestación. 


Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


"Carpeta N* 108/2000 - Proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se concede una pensión graciable a la señora Rosario 
Gandos Caravia ( Distribuido N* 858/2001). 


Carpeta N* 441/2001 - Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a extender la cobertura del Seguro por Desempleo a los Trabajadores de la Empresa Polímeros Uruguayos SA, 
hasta un plazo máximo de doce meses. (Distribuido N* 859/2001). 


Carpeta N* 450/2001 — Proyecto de ley por el que se incrementa el monto de las prestaciones de la Asignación Familiar y se 
establecen otros beneficios a los menores con discapacidad. (Distribuido N* 869/2001)" 


(Ingresa a Sala una delegación de docentes destituidos de la ANEP) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el gusto de recibir a esta 
delegación en su carácter de docentes destituidos de la ANEP, a los efectos de escuchar las manifestaciones que deseen realizar. 
Por tanto, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR PARRILLA.- Mi nombre es Daniel Parrilla y soy abogado asesor de los destituidos. Agradecemos la oportunidad que nos 
dan de poder participar en esta Comisión a efectos de referirnos a un proyecto de ley que fuera aprobado en la Cámara de 
Representantes el 5 de diciembre de 2000. 


Tuvimos el honor de participar en la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Representantes el 13 de junio de 2000 para 
referirnos a este tema, aunque ya lo habíamos hecho en la Legislatura pasada. También en los últimos días de la Legislatura 
pasada se había aprobado este proyecto, pero finalizó dicha Legislatura y no culminó el proceso parlamentario correspondiente, 
por lo que ahora se reinició. 


El mencionado proyecto de ley dice: "A los efectos interpretativos del artículo 1% de la Ley N* 16.824, de 30 de abril de 1997, 
declárase que los funcionarios docentes dependientes de la Administración Nacional de Educación Pública, que hubieran obtenido 
la reincorporación de acuerdo a la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, podrán ejercer sus derechos ante el Banco de 
Previsión Social, a efectos de obtener la pasividad o de modificar su cédula jubilatoria, en la forma dispuesta por el artículo18 de la 
mencionada ley". 


A nosotros nos interesa reseñar por qué se llega a este texto, lo cual implica un análisis en retrospectiva de lo que nosotros hemos 
definido como un verdadero "calvario" padecido por aquellos docentes restituidos a partir del año 1985. 


El marco jurídico de nuestra intervención está dado por la Ley N* 15.783, de Restituidos; el artículo 423 de la Ley N* 16.320, de 
Rendición de Cuentas; y la Ley N* 16.824. 


Como los señores Senadores saben, la Ley N” 15.783 establece los mecanismos para la restitución de los funcionarios públicos 
que habían sido destituidos por persecución ideológica o política, o mera arbitrariedad. En dicho texto, el Legislador establecía 
instrumentos adecuados para lo que se entendía una plena recomposición de carrera. Concretamente, se planteaba una suerte de 
ficción, que implicaba suponer que el docente nunca había sido destituido, a los efectos de recomponer su carrera en forma exacta 
y reparar el perjuicio que le había supuesto su separación del cargo durante el período de la dictadura. 


Una de las disposiciones claves de esta ley es el literal B) del artículo 9%, que establece: "Cuando no pueda asignársele el cargo 
que deberían ocupar de conformidad con lo dispuesto en el literal anterior, tendrán derecho a uno similar tanto en jerarquía como 
en remuneración. Para la precisa determinación del cargo correspondiente, se atenderá en los casos de duda a la situación actual, 
de los funcionarios que, a la fecha del cese de la persona a reincorporar, se hallaban a su respecto en condiciones iguales o 
similares". 


Por su parte, el artículo 41 de dicha ley dice: "No obstará a la recomposición de la carrera administrativa ni al efectivo desempeño 
del cargo correspondiente por parte del beneficiario, la falta de realización de los cursos que, de conformidad con la legislación o 
reglamentación aplicable, condicionaren el ejercicio de ciertas funciones". 


Muchos restituidos —en el caso que nos ocupa, los docentes de ANEP- aspiraron a ver recompuesta su carrera a la luz de estas 
normas, y otros se ampararon en lo que dispone el artículo 18 de esta ley, que concedía la posibilidad de jubilación, otorgando, a su 
vez, una asignación jubilatoria del 125% de todas las asignaciones computables correspondientes al cargo del que eran titulares, 
vigentes al 1? de marzo de 1985. Como decíamos, pese a que existía este beneficio establecido en el artículo 18 de la Ley de 
Restituidos, se mantuvieron en la función, con la perspectiva, de alguna manera, de contribuir al desarrollo democrático y de poder 
avanzar en su carrera docente que había sido ilegítima e injustamente cortada durante la dictadura, en muchos casos por todo el 
período. Sin embargo, la ANEP no dio cumplimiento a estas normas. Nosotros hemos traído a la Comisión un "dossier" —que lo 
podemos dejar para su fotocopiado y su repartido- que contiene una enorme cantidad de documentación, incluyendo numerosas 
circulares y boletines aprobados por el CODICEN, por el Consejo de Educación Primaria y por el Consejo de Educación 
Secundaria, en los que se instrumentaban los mecanismos para el ascenso. Así, como los señores Senadores van a tener 
oportunidad de ver, a un año de la fecha de restitución se estaban exigiendo méritos a muchos funcionarios que tan solo unos 
meses atrás habían salido de prisión. De hecho, se estableció, desde 1985 a 1990 ó 1992, una verdadera sistemática de 
postergación: a través de cada norma que llamaba a concurso, se fueron introduciendo dispositivos jurídicos que ponían en 
situación de desigualdad y postergación a los restituidos. 


Como decía, nosotros les vamos a dejar este "dossier", pero además les agregamos un catálogo en el que se indica, por orden, la 
documentación que se agrega. Yo voy a hacer, sin ánimo de aburrirlos, una referencia muy rápida, para tratar de aportar en el 
sentido de que se pueda comprender la gravedad de lo que sucedió en esos años. 


Así, por ejemplo, agregamos un Reglamento para los concursos de méritos y oposición y méritos para proveer cargos de Inspector, 
Director y Subdirector. En ese Reglamento, aprobado en el año 1985, se exigía, para poder acceder al cargo de Inspección 
Técnica, una antigúedad de ocho años en la Inspección de institutos y liceos e Inspección de asignaturas. Asimismo, se exigía 
cinco años en la Dirección de liceos o institutos para acceder a Inspecciones de institutos, y ocho años de efectividad para acceder 
a cargos de Inspección de asignaturas, o Dirección o Subdirección de liceos. Esto ocurría en el año 1985, y ninguno de los 
destituidos, evidentemente, pudo acceder a esos cargos de Secundaria, en virtud de lo dispuesto por estas normas. 


Pero además, el artículo 9% regula la modalidad del mérito en el concurso, estableciendo que, entre otras cosas, se evaluaban: 
títulos de perfeccionamiento, otros títulos, graduaciones, cargos desempeñados, concursos que generaron derecho a cargos dentro 
y fuera de la ANEP, cursos y cursillos con especificación de programas y duración, otros estudios, becas, intervención en 
Congresos y Simposios, publicaciones, y otros méritos. Los que acabo de mencionar son sólo algunos de los 16 méritos que 
mencionaba esta Circular en el año 1985. A ninguno de ellos pudo aspirar, obviamente, un restituido, es decir que se lo postergaba 
ya en el año 1985, a través de esta normativa que acabo de reseñar. 


En el año 1986 se aprueba la circular N* 1, de 16 de abril de 1986, que hacía referencia a un tema muy importante, el de las 
condiciones para acceder a cursos en el Instituto Magisterial Superior. Realmente, se trata de una cuestión de gran importancia, 
porque estos cursos eran de precepto, también, para poder acceder a cargos superiores en la carrera de docente. Y se fijaban 
límites etarios; por ejemplo, se establecía 35 años, como mínimo, para cursos de educación preescolar y de discapacitados 
intelectuales -esto es, para magisterio- 40 años como mínimo, para cursos de administración educacional y 35 años como mínimo 
para cursos de educador de informática. Ningún docente, por razones obvias -relacionadas con la edad- podía acceder a estos 
cursos, que eran de precepto, para ocupar los cargos superiores de la carrera docente. 


También se establecen, en el año 1986, los boletines 77 y 78, llamando a concurso -esto es una pieza jurídica clave- y fijando las 
bases para proveer los cargos de Dirección de Primero y Segundo Grado de escuelas urbanas y rurales. Asimismo, en los artículos 
2, 10 y 17, se establecen méritos, entre ellos, concursos o graduaciones, provisión de cargos desempeñados, experiencias del 
maestro en el medio, títulos y cursos con más de seis meses, otros títulos oficiales relacionados o no con la docencia, cursos, 
cursillos, becas oficiales y otras instituciones, intervención en congresos y publicaciones. Aclaro que estoy hablando de la provisión 
de cargos de Dirección y Subdirección en las escuelas, en el año 1986, es decir, luego de un año transcurrido desde el fin de la 
dictadura. Ningún destituido pudo acceder. 


En ese mismo año, se aprueba también la circular N* 1775 , para cargos de Inspección, Director y Subdirector de liceos en 
Secundaria, y en su artículo 9” se reiteran los mismos méritos. 


Tenemos mucha más documentación. Por ejemplo, en el año 1987, hubo un llamado para proveer el cargo de Dirección de 
Televisión Educativa. Lo incluimos porque es bastante significativo. En su artículo 1%, por ejemplo, establece que podrán inscribirse 
para este concurso aquellos que puedan acreditar la calidad de docente efectivo de Cuarto Grado y haber realizado cursos o 
cursillos de TV Educativa, producción de programas o filmes con fin educativo y tener experiencia en televisión. Esto, a uno o a dos 
años de la restitución. Y seguimos realizando esta especie de trabajo de investigación, con acopio de información, tomando como 
período testigo, por decirlo de alguna manera, los años 1988, 1989 y 1990. Sin ánimo de especular sobre el tema y ni siquiera de 
interpretarlo históricamente, queríamos probar que en ese período operó una verdadera mecánica que postergó, de hecho, la 
posibilidad de ascenso de quienes habían sido destituidos por la dictadura y restituidos posteriormente. 


Obviamente, toda esta situación genera reclamos, protestas, con la intervención de las propias gremiales; los propios docentes 
formulan descargos, y hemos agregado a este "dossier" copia de todo eso. 


Ante esa situación, evidentemente el propio Poder Ejecutivo, así como también el Legislador, constatan el hecho de la 
postergación, y en el mes de noviembre de 1992, en el artículo 423 de la Ley de Rendición de Cuentas N* 6.320 -norma a la que ya 
me he referido- se establece lo siguiente: "Declárase que lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 
1985, en el sentido que los funcionarios docentes dependientes de la Administración Nacional de Educación Pública que hubieren 
obtenido la reincorporación de acuerdo a dicha ley, y tengan aún pendiente, a la fecha de sanción de la presente ley, la plena 
recomposición de su carrera administrativa, podrán optar por la misma o ejercer sus derechos ante el Banco de Previsión Social a 
efectos de obtener la pasividad o de modificar su célula jubilatoria, en la forma dispuesta en el artículo 18 de la misma ley y 
concordantes". 


En el año 1992, el Legislador detecta o constata la situación de postergación y, de alguna manera, insiste en repararla. De acuerdo 
con lo que establece esta norma, en el plazo de sesenta días, algunos de los destituidos -desgraciadamente, no todos- podrían 
ampararse a ella. A partir de ahí, comienza una nueva etapa en este triste periplo que estamos abordando, en la que el Banco de 


Previsión Social -no olvidemos que esta norma manda a los restituidos a ampararse ante dicha Institución- entiende que, si bien se 
dan todas las condicionantes de todos los factores que establece la norma, -ellos pueden operar en relación con todos ellos, por 
ejemplo, en lo que hace a la acreditación de su carácter de restituido y el amparo previsto en la norma- una de ellas, 
concretamente, la inexistencia de plena recomposición de carrera, no podía ser analizada por el ente previsional. Esto, porque en 
aquel momento, en el año 1992, se entendía que estaría invadiendo, de alguna manera, las competencias propias de la ANEP. Por 
lo tanto, los expedientes que se iban armando en dicho organismo, se remitían a la ANEP, a efectos de que se expidiera sobre el 
tema. Llegados los maestros a Educación Primaria, este organismo —y esto es algo que agrego a este "dossier"- informa, en 
primera instancia, que no surge que a los restituidos se les hubiera recompuesto plenamente la carrera. Pero el expediente 
continúa su trámite, llega al CODICEN, y éste, manejando determinados criterios -que surgen de los documentos que agregamos 
aquí también- plantea que no puede incluirse en la recomposición de la carrera el acceso a cargos superiores, de Directores -de 
escuelas o de liceos- e Inspecciones y que la recomposición estaba acotada en ese ámbito al mero reconocimiento de los años de 
destitución para el cómputo de la antigúedad. Eso ocurrió a partir del año 1992. Por otra parte, los docentes planteaban que eso no 
era plena recomposición de carrera y tampoco era lo que establecían los artículos 9” y 41 de la Ley de Restituidos, a la que me he 
referido antes. 


En el año 1994, en tanto se diligenciaban esos expedientes, hubo —como todos sabemos- un plebiscito que determinó que la 
Suprema Corte de Justicia, a fines de 1985, declarara la inconstitucionalidad de diversas disposiciones, entre ellas, las contenidas 
en la Ley N* 16.320 y también, entre ellas, el artículo 423. 


Por tal motivo, nos hemos manejado con el propósito de plantear este proyecto de ley que fuera aprobado en la Cámara de 
Representantes. Es así que eliminamos la expresión que, de alguna manera, generara una traba institucional en el ámbito del 
Banco de Previsión Social, es decir, la frase "plena recomposición de carrera". Hicimos esto porque a la luz de toda esta 
documentación y de mi intervención que refiere a todos los actos de postergación -inclusive, por un elemento de temporalidad- 
surge claro que en 1992 el Legislador lo que buscaba era reparar; constató la postergación y procuró reparar. El tema es que por 
su redacción, se establece una traba a nivel del Banco de Previsión Social; los organismos encargados de ejecutar esa norma, por 
una razón técnico-jurídica de aplicación inmediata, se detienen al establecerse una especie de litigio de competencias que deja en 
el medio a quienes recibirían el beneficio. Insisto, por esa razón, y seguros de cuál fue la intención del Legislador en 1992, 
queremos hacer este planteo. Cabe destacar, además, que se trató de una norma con iniciativa del Poder Ejecutivo - 
concretamente, el artículo 423 de la Ley de Rendición de Cuentas- como así también la tuvo la Ley N*15.824, que fue la que 
estableció esos regímenes. 


Por lo expuesto, nuestra intención es que, de alguna forma, se busquen los mecanismos adecuados para que esto se concrete en 
los hechos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: quisiera preguntar a la delegación que nos visita en qué medida el proyecto de ley 
que ahora está a consideración del Senado mejora la redacción que tenía la Ley N* 16.320 y posteriores, es decir, si da solución a 
ese conflicto de competencias que se ha planteado con el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PARRILLA.- El texto de este artículo es prácticamente similar al del artículo 423 de la Ley N* 16.320; simplemente se 
excluye la expresión "plena recomposición de carrera". Repito, todo el cuerpo de la norma refleja la comprensión del Legislador 
respecto de lo que estaba pasando. Sin embargo, esa mera expresión es lo que determina este problema de competencias que se 
le plantea al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social agradecemos vuestra presentación y 
desde ya asumimos el compromiso de analizar y reflexionar sobre el tema planteado. 


SEÑORA PEREYRA.- Quería agradecer a la Comisión por habernos recibido y esperamos el apoyo del Senado ante nuestro 
petitorio que consideramos justo. 


SEÑOR MICHELINI.- Lamentablemente, por temas de urgencia debimos ausentarnos por unos minutos de la Comisión, más allá 
de que habíamos llegado con anterioridad. De cualquier manera, varios de los integrantes de la delegación se habían entrevistado 
con nosotros, por lo que en líneas generales conocemos cuál es su problemática. Asimismo, leyendo la versión taquigráfica nos 
pondremos completamente al tanto. 


(Se retira de Sala la delegación de docentes destituidos de ANEP) 


Linea del vie de páaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


